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(Sin corregir) 


Señor Representante Gonzalo Mujica 


Señores Representantes Alfredo Asti José Bayardi Silvana Charlone Jorge Gandini Pablo 
Pérez González Iván Posada y Héctor Tajam 


Señores Representantes Bertil R. Bentos y Juan José Domínguez 


Por el Banco de Seguros del Estado, señor Gustavo Vilaró, Presidente y doctor Hugo 
Lens, Director de la División Legal. 


Por la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, economista Andrés Elola, 
contador Mauricio Castellanos, señor Leandro Suárez, ingeniera Patricia O”Neill y doctora 
Andrea Signorino; por APROASE, señores Eduardo Martoy, Presidente; Oscar Barbero, 
Vicepresidente y doctor Siegbert Rippe, asesor legal; por el Banco Central del Uruguay, 
contador Jorge Ottavianelli, Superintendente de Servicios Financieros y doctor Daniel 
Artecona, asesor legal 


Por el Sistema Nacional de Emergencias, señores Julio Pintos, Intendente de Paysandú; 
Ricardo Mello, Director de Servicios de la Intendencia de Paysandú; doctor Víctor Tonto, 
Coronel Carlos Lorente, Coronel Waldo Coltese y profesor Ruben Peña; señor Gustavo 
Rombys, Representante Nacional electo por el departamento de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mujica).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de autoridades del Banco de Seguros del 
Estado integrada por su Presidente, el señor Gustavo Vilaró, y el Director de la División Legal, doctor Hugo 
Lens. 


SEÑOR VILARÓ.- Nosotros hemos leído el proyecto sobre el que se nos consulta y nos merece las 
siguientes reflexiones. 


Entendemos que cuando los bancos solicitan o contratan seguros para protegerse del riesgo de vida del 
promitente comprador o de los daños o la pérdida del objeto del préstamo, están defendiendo su capital, es 
decir, el que ponen a riesgo en esa operación. Consideramos que ahí hay un legítimo interés asegurable, o sea 
que es legítimo que tengan esa preocupación y que así como analizan el riesgo del crédito y las posibilidades 
de re pago del comprador, también busquen protegerse de riesgos derivados tanto del fallecimiento del 
comprador como de la eventualidad de que el bien se pierda y, en consecuencia, se pierda el objeto y, 
seguramente, la posibilidad de completar el pago. Inclusive, el texto del proyecto, tal como está planteado, no 
impide que eso siga siendo así. 


Antes de continuar quiero decir que la Ley de Propiedad Horizontal establece que para el momento de 
contratar el comprador debe tener un seguro de incendio sobre el bien. Normalmente, esto no pasa de ser un 
acto formal en el momento de la contratación, cuando el escribano verifica que efectivamente existe una 
póliza por un valor de aforo, que a veces se parece y otras no al valor real del bien objeto de la transacción; 
además, nada garantiza que luego se siga pagando. 


Por la experiencia que tenemos, sabemos que muchas se dejan de pagar. Entonces, una resolución formal que 
implique la contratación de un seguro por parte del comprador no da garantía al banco de que después ese 
seguro se siga pagando y que luego porque estas son operaciones de mediano y largo plazo, cuando 
sobrevenga un accidente que dañe el bien o fallezca el comprador, resulte que la póliza esté vigente. 


Por eso también es legítimo que los bancos se preocupen por contratar por sí mismos la póliza, porque al 
pagarla, el riesgo de que la póliza no esté vigente al momento del siniestro queda descartado y da mayor 
garantía al capital que están invirtiendo. También es legítimo que el banco quiera elegir a la empresa 
aseguradora, porque quiere saber qué garantías tiene, qué solvencia e, inclusive, analizar y conocer en 
profundidad el texto de la póliza con la que va a estar cubierto; si hay muchas pólizas en cada una de las 
oportunidades, puede haber algunas que sean más o menos amplias o tengan algunos requisitos que puedan 
no ser convenientes. Entonces, también es bastante razonable que en ese aspecto exista una preocupación. 


Por otra parte, el texto del proyecto, así como está planteado, tampoco impide esto porque el banco puede 
limitarse a contratar su interés asegurable y, en consecuencia, no exigir al comprador que traiga una póliza 
sino contratarla directamente por el saldo de deuda para el caso del fallecimiento, pero también por incendio 
para los bienes inmuebles. Podría hacerse de esa manera sin generar un conflicto. 


En este sentido, el proyecto parece estar orientado a cuando se pide a un cliente que traiga la póliza, que es 
un caso menos frecuente o que va a ser menos frecuente por el hecho al que hice referencia relativo a la Ley 
de Propiedad Horizontal, que los bancos tienden a evitarlo. Desde nuestro punto de vista, en esos casos puede 
plantearse cierto conflicto con determinado tipo de bienes. Decimos esto porque entendemos que el corredor 
asesor puede aportar elementos de valor para el comprador en algún tipo de bienes, no en el seguro de saldo 
de deuda en el seguro de vida, porque ahí no hay aporte posible del corredor; simplemente, el seguro depende 
del monto del capital, de la edad de la persona asegurada y, eventualmente, de un examen médico por parte 
de un doctor en medicina, pero no de otra cosa. Es decir que no hay ahí un agregado. 


En caso del incendio de una vivienda tampoco hay un aporte sustantivo del corredor. La póliza es una 
cobertura de incendio y las condiciones del bien asegurado son parte de lo que se está contratando. La 
tasación, las características y las condiciones del bien son parte del objeto del contrato; entonces, ahí no hay 
un aporte sustantivo. Si habláramos de un auto, entenderíamos que es muy importante el rol de un asesor 
porque la cobertura no solo abarca los riesgos que atañen al banco que hace el préstamo, sino también otros 
como, por ejemplo, los de responsabilidad civil. Pero también podría tener algunas cláusulas de contratación 
como el nivel de deducibles que el banco puede ver de una manera y sobre los que el asegurador o comprador 


puede tener otros intereses, y ahí no hay una coincidencia. [En ese caso, nos parece que es más razonable 
defender el derecho del consumidor a elegir el corredor; es importante que exista la posibilidad de que haya 
un asesor de confianza de quien compra. 


También vemos que de acuerdo con la forma en que están planteados los seguros de vida de saldo de deuda 
supondría un encarecimiento de las pólizas. Estos son seguros muy sencillos; si los contrata el Banco hay una 
sola póliza actuando y, eventualmente, una liquidación mensual: el préstamo es tal, la tasa o el saldo de deuda 
es este, y hay un pago del Banco a la aseguradora. Si cada comprador tuviera que llevar su propia póliza, 
desde el punto de vista de la gestión administrativa el seguro se encarece, y también si hay un corredor. 
Entonces, saldría perjudicado el comprador, que tendrá más gastos pero no mayores contraprestaciones. 


Estos son los comentarios que quería formular desde el punto de vista de las características del negocio y de 
la cobertura. 


SEÑOR LENS.- El primer punto que quiero marcar es que en el artículo 1” del proyecto de ley se 
establece: "[...] sujete o condicione el otorgamiento de los mismos a que la persona física o jurídica 
receptora o beneficiaria de aquéllos, contrate un seguro de vida o de daños, [....]"". 


Aquí se pone el énfasis en la persona del contratante, y en materia de seguros hay que distinguir que muchas 
veces el contratante no es el asegurado; también hay que distinguirlo del beneficiario. Entonces, si lo que se 
quiere comprender son todas las situaciones en las que exista un seguro, creo que la fórmula debería estar por 
el lado del traslado de los costos, es decir, toda vez que se trasladen los costos de un seguro al receptor o al 
beneficiario de la operación financiera. De lo contrario, estarían fuera de la aplicación de la ley todos los 
casos en que la institución contrate directamente como tomadora del seguro y el asegurado pase a ser el 
receptor del negocio financiero, o cuando la propia entidad financiera sea el beneficiario. 


Lo que quiero distinguir claramente es la figura de contratante y la de asegurado, que puede ser otra persona 
distinta. Si aquí se quieren comprender todas las situaciones posibles en las que haya seguro y se establezca 
la libertad de elección de la compañía aseguradora y del corredor, debería buscarse por el lado de que toda 
vez que se trasladen los costos del seguro al receptor del negocio financiero. De esta forma estarían 
comprendidas todas las situaciones posibles. 


Por otro lado, me parece muy injusta la situación de la sanción por el incumplimiento de la ley. Aquí se hace 
recaer sobre la parte más débil que en este caso sería la persona que no tuvo la posibilidad de elegir a la 
compañía aseguradora o al corredor las consecuencias de la situación en la que no tuvo libertad, puesto que 
se mantiene el negocio financiero el préstamo y las obligaciones que ha asumido la persona, pero se declara 
nulo el seguro. 


Por ejemplo, supongamos el caso de un seguro de vida sobre saldo deudor. Aquí, la familia se vería 
enfrentada a una deuda, pero sin gozar de los beneficios del seguro. Esto lo menciono como un comentario 
para que los señores Diputados vean cuál sería la sanción más adecuada en caso de incumplimiento si este 
proyecto se transformara en ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A modo informativo para los integrantes del Banco de Seguros quiero decir 
que en una sesión anterior la Comisión eliminó la elección de la empresa aseguradora a efectos de 
preservar la posibilidad del Banco de hacer negocios en volumen con las empresas aseguradoras. Sí se 
preserva la libertad del contratante de elegir corredor de seguros. 


La Comisión acordó votar un texto excluyendo a las empresas aseguradoras, justamente, para permitir el 
negocio entre el Banco y las empresas por paquetes de seguros. 


SEÑOR ASTI.- Aquí se ha dicho que habitualmente es la empresa financiera la que contrata el seguro 
y es la que elige la empresa aseguradora, pero en realidad, a quien reciba el préstamo no se le exigirá 
que sea él quien contrate el seguro. De alguna manera, el beneficiario del seguro sería la institución 
financiera, que está asegurando el repago de ese crédito financiero. 


Cuando en el artículo 1% se establece: "[...] exija, sujete o condicione el otorgamiento de los mismos a que la 
persona física o jurídica receptora o beneficiaria de aquéllos, contrate un seguro de vida [...]" este deberá ser 
a través de un corredor de su elección. 


Si no se exige que lo haga porque ya está hecho, quedaría fuera la posibilidad de que sea la propia empresa 
financiera que contrate con quien quiera el seguro porque será el beneficiario de él. Creo que con eso 
podemos excluir del texto las observaciones realizadas por los visitantes, independientemente de que la 
segunda intervención, relativa a que se haría caer el seguro, nos dejó muy preocupados. 


SEÑOR VILARÓ.- Efectivamente es así si lo contrata directamente el Banco. Por eso el doctor Lens 
decía que si se quería evitar eso, el texto tendría que referirse a que no se podría cargar el costo. Si se 
puede cargar el costo, directamente lo contrata el Banco y carga el costo en el crédito o en la tasa 
dentro de los márgenes establecidos por la ley de usura. 


Lo que puede resultar un poco injusto es el hecho de que sobre todo en el caso del seguro contra incendios, 
cuando se trata de inmuebles, el Banco va a contratar el seguro estrictamente por la parte que le duele a él, no 
por todo el bien. En consecuencia, el comprador, que tendrá libre albedrío y dependerá de las condiciones, no 
contará con protección por la parte que ya lleva pagada. 


Entonces, en determinado momento, esto, que podría haber sido un pequeño sobrecosto en el préstamo, 
puede volverse una tremenda injusticia frente a un siniestro, porque el Banco resultará sin pérdida pero la 
parte más débil quedará sin vivienda y perderá lo que ya pagó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho vuestra presencia en la Comisión. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Banco de Seguros del Estado) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras) 


Recibimos a una delegación de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras integrada por el 
economista Andrés Elola, el contador Mauricio Castellanos, el señor Leandro Suárez, la ingeniera Patricia 
O'Neill y la doctora Andrea Signorino. 


SEÑOR ELOLA.- Como Presidente de la Cámara de Empresas Aseguradoras quiero agradecer la 
invitación que nos cursaron para hablar sobre este tema que es muy importante para nosotros. 


Como ustedes saben, el mercado asegurador se ha venido construyendo con mucha dificultad durante los 
últimos 15 años, desde la desmonopolización de los seguros, y todo lo que tiene que ver con marcos 
normativos que apunten a la calidad del mercado, a la calidad de la competencia y a la protección del 
consumidor nos encuentra del mismo lado. 


Solicitaré a nuestro Gerente, el contador Mauricio Castellanos, que presente los puntos de este documento 
que nos merecen observación o análisis. Asimismo, entregaremos al señor Presidente un material que 
trajimos preparado y que nos interesa que quede en poder de la Comisión. 


SEÑOR CASTELLANOS.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión que nos haya concedido 
esta audiencia. Para la Asociación siempre es muy relevante tener la posibilidad de explicar sus puntos 
de vista y los matices que puede tener con respecto a los proyectos de ley que tienen relación con el 
mercado de seguros. 


En cuanto a este proyecto de ley, entendemos que lo que está en el centro de la discusión es la protección de 
los derechos de los consumidores de seguros. Insisto: para la Asociación los derechos de los consumidores 
son un aspecto central, muy relevante, que constituyen un pilar para el desarrollo del mercado de seguros. Si 
bien la intermediación es un aspecto que hace a la protección de los derechos del consumidor, nos parece que 
hay que tener una visión integral que abarque toda la problemática. 


Lo primero que queremos referir en ese sentido es que el mercado no cuenta hoy con una ley de contrato de 
seguros. Es decir que estamos abordando una problemática especialmente particular con relación a los 
derechos de los consumidores, sin contar con una ley marco del contrato de seguros. Por otro lado, tampoco 
existe una ley de intermediación en seguros, como hay en otros países. Por lo tanto, la visión que nos ofrece 
el proyecto de ley resulta parcial porque, en definitiva, no están regulados mínimamente los derechos ni las 
obligaciones que tienen los corredores de seguros. 


Entonces, entendemos y así lo hemos expresado que correspondería tener una visión integral y abordar esta 
problemática desde el punto de vista de las leyes que son necesarias para la protección de los derechos del 
consumidor de seguros, en especial, la de contrato de seguros y la de intermediación en seguros. 


Durante estos últimos años, la Asociación ha tenido la experiencia de trabajar conjuntamente con el Banco de 
Seguros en muchos aspectos; inclusive, hemos venido muchas veces al Palacio Legislativo, y entre los 
aspectos en los que hemos podido avanzar con el Banco y con otras instituciones del mercado está la 
elaboración de un anteproyecto de ley de contrato de seguros, que pusimos a disposición del Banco Central. 


En lo que hace al proyecto, tenemos algunas diferencias con la solución que se propone. Si bien nosotros no 
avanzamos en la discusión acerca de la libertad de elección del corredor de seguros, nos parece que la 
solución que establece el proyecto presenta el peligro de resultar peor que el problema que está planteado, 
porque en el artículo 2* se estipula que en aquellos casos en los que no se cumpla con la disposición se 
producirá la nulidad del contrato de seguros. 


Esto tiene un efecto claro que se ve en la operativa habitual de los contratos de crédito para compra de 
vehículos: si el contrato de seguros no existiera y se produjera un siniestro, provocaríamos que el consumidor 
de servicios financieros mantuviera su deuda, aunque el bien que hubiera adquirido podría no tener valor 
alguno. Por lo tanto, en ese sentido, en lugar de propender a la protección del consumidor de seguros, el 
proyecto de ley termina perjudicándolo. 


Insisto: nos parece que hay una problemática planteada que merece ser analizada por todos los involucrados 
desde la perspectiva de una visión integral de todos los derechos de las partes y de la protección de los 
derechos del consumidor de seguros. A la vez, hay que tener en cuenta que si uno de los aspectos que se va a 
regular es la intermediación, ésta también debería estar regulada a efectos de proteger los derechos de los 
consumidores de seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera informarles porque me parece que corresponde que en la sesión de 
la semana pasada la Comisión había considerado eliminar del texto del artículo 1” la frase que se 
refiere a las empresas aseguradoras, es decir que donde dice "dicha persona tendrá total libertad de 
elección del corredor, sociedad corredora o agencia de seguros intervinientes", se elimine lo relativo a 
la empresa de seguros, atendiendo, justamente, al hecho de que, muchas veces, las empresas y los 
bancos hacen acuerdos globales por paquete; y para permitir esa modalidad se pensaba en la discusión 
previa que la ley solamente tuviera que ver con la elección del corredor y no de la empresa. 


Me parece que ustedes tenían que saber esto porque son empresas aseguradoras, más allá de lo cual, nos 
interesa su opinión sobre el texto. 


SEÑOR ELOLA.- Sobre el tema de la ley de intermediación, le voy a pedir a la doctora Signorino, que 
es nuestra asesora legal e intervine en la Comisión Honoraria y en todos los ámbitos que tienen que ver 
con el seguro, que nos cuente en qué está y cuáles son los antecedentes legales que recoge el marco 
normativo del contrato del corredor de seguros. 


SEÑORA SIGNORINO.- Lo que tenemos actualmente en cuanto al tema del corredor de seguros es el 
Código de Comercio de 1865, que regula la figura del corredor como auxiliar de comercio, no 
exactamente del corredor de seguros, que es una figura que tiene sus peculiaridades. 


Del seno de la Comisión Honoraria Asesora del Poder Ejecutivo prevista por la ley de desmonopolización 
que si bien está activa en el marco del Ministerio de Economía y finanzas, actualmente no está funcionando, 
y planteo como inquietud que que se reactive porque reunía a diferentes actores, corredores, agentes y 


protagonistas del mercado de seguros que están en la diaria surgió un anteproyecto de ley del Estatuto del 
Corredor y también del contrato de seguros. Posteriormente, la Asociación "aggiornó" ese anteproyecto y lo 
presentó al Banco Central. 


Al Estatuto del Corredor habría que reformularlo o reverlo porque ha quedado en el tiempo. Eso sería 
importante y me animaría a decir que lo que debería establecer la norma es la libertad de elección del canal 
de intermediación porque los corredores y los agentes no son los únicos canales de intermediación que 
habitualmente se utilizan en la práctica en el mercado asegurador. Habría que regular los alcances de las 
responsabilidades de esa figura, es decir, los derechos y las obligaciones, como se hace en otros países del 
mundo. Sería muy importante tener una ley marco que, más allá de establecer la libre elección del 
consumidor del canal de intermediación, prevea qué pasa si ese intermediario hace mal las cosas. Porque yo 
elijo, pero si ese señor no tiene regulada su actividad, puede llegar a haber un problema; entonces, en vez de 
favorecer al consumidor, le estamos diciendo que tiene toda la libertad de elegir pero no hay nada que defina 
cuáles son las responsabilidades. Sería óptimo tener una ley de intermediación. 


Por último entre los temas jurídicos, quisiera destacar el de la nulidad. Personalmente, las nulidades no me 
gustan mucho porque en general son fuente de litigio, sobre todo porque acá va a haber que probar esa 
nulidad porque va a seguir el contrato principal vigente y va a estar nulo el seguro y es probable que surja el 
litigio. Por ejemplo, un señor puede tener un préstamo y tiene un seguro de vida de saldo deudor; si fallece y 
resulta que no tuvo la libertad de elección o lo que fuera y se litiga por la nulidad, los causahabientes van a 
quedar sin la protección del seguro. Lo mismo ocurre respecto a lo que dijo el contador Castellano en cuanto 
al caso de que el bien se siniestre. 


Creo que son aspectos que hay que considerar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y el material que nos han suministrado. 


(Se retira de sala la delegación de autoridades de la 
Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras). 


(Ingresa a sala una delegación de APROASE). 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a esta delegación de APROASE, integrada por los señores 
Eduardo Martoy Presidente y Oscar Barbero Vicepresidente, el doctor Siegbert Rippe Asesor, y al señor 
Cristóbal Fernández, Presidente de la Cámara Uruguaya de Asesores Profesionales de Seguros. 


Para que las intervenciones resulten más precisas, queremos informarles que tenemos objeciones del Banco 
de Seguros y de AUDEA con respecto al artículo 2”, que establece la anulación del contrato de seguro en caso 
de que no se haya cumplido con la norma de elección; se plantea que, por ejemplo, en el caso de un seguro de 
vida, si hubiera litigio por nulidad del contrato, los beneficiarios quedarían sin protección. 


No les quiero indicar el camino; digo esto para hacer una precisión. Esta es una objeción que nos plantearon 
las dos delegaciones anteriores y sería bueno que la tuvieran presente. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quisiera hacer una pregunta y un comentario con respecto al 
cuestionamiento de AUDEA y del Banco. Sobre el artículo 1” del proyecto de ley, no hubo objeciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos aclarado a todos que en la discusión previa de la Comisión se eliminó 
a las empresas de seguros y se dejó el artículo referido exclusivamente a los corredores de seguros. 


SEÑOR MARTOY.- Nosotros en eso estamos de acuerdo; se trata de un tema que hemos venido 
hablando en el sector, entre las empresas y los corredores. 


Con referencia al artículo 2%, siempre tuvimos la duda en cuanto a si la solución sería fijar un plazo en el que 
se determine la nulidad del contrato para que no quede al momento de la indemnización; este puede ser 
muchos años después de que al individuo lo obligaron a contratar el seguro con un corredor, que era lo que 
no quería. 


Sobre este tema el doctor Rippe podrá expresarse mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les haré llegar una nota de AUDEA en la que figura por escrito la objeción 
que plantean al artículo 2". 


SEÑOR RIPPE.- En cuanto al proyecto de ley en términos generales, sobre todo con relación al 
artículo 1”, pensamos que puede ser razonable limitarlo a los corredores de bolsa. Por lo tanto, no 
habría ningún tipo de objeción por parte de APROASE, y mucho menos mía, desde el punto de vista 
técnico. Me parece una solución eventualmente razonable. 


Con respecto al tema de la nulidad, puedo comprender cuál es la situación que se plantea y puedo conocer los 
argumentos que se están manejando. Podría haber dos alternativas para evitar conflictos. La primera como 
planteó el señor Martoy es la posibilidad de que esa nulidad pueda ser limitada en el tiempo a partir de la 
celebración del contrato. No obstante, puede haber otra alternativa, diferente al tema de la nulidad, que 
tenemos que someter a la consideración de los señores legisladores. El tema es cómo se asegura el 
cumplimiento de la cláusula primera de este artículo, o sea, cómo se evita que se puedan llegar a celebrar 
contratos en contravención a esta disposición y, en el caso de que se celebren, cómo se sanciona ese tipo de 
conductas. A mi entender, desde el punto de vista legal solo hay dos posibilidades. La primera es que se 
plantee una suerte de nulidad en tiempo específico a partir de la celebración; después no. La otra es sustituir 
la nulidad por una multa. Tengo que ser muy franco en esto, porque la única forma de que haya una suerte de 
espada de Damocles sobre las instituciones para evitar la celebración de contratos en infracción a esta 
disposición es que tiene que haber una sanción; si no, no es obligatoria. Por más que yo establezca una 
obligación legal, si no está prevista la sanción ante el incumplimiento, queda sin resolver la situación 
específica. 


Por lo tanto, hay que plantear la posibilidad de que se reflexione sobre una multa a aplicar a las instituciones, 
manteniendo la vigencia y validez del contrato en beneficio de los usuarios, de los consumidores, del co- 
contratante, pero siempre sobre la base de que exista la posibilidad de que las instituciones sepan que una 
infracción de esas características está sometida a una sanción pecuniaria. Esto es bastante normal en toda 
nuestra legislación. Hablo de las dos grandes legislaciones que de alguna manera pretendo creer inspiran esta 
solución. Por un lado, me refiero a la ley de promoción y defensa de la competencia, la Ley N” 18.159 que, 
en definitiva, establece sanciones administrativas, incluyendo multas, y, por otro, a la ley de relaciones de 
consumo, Ley_N? 17.250, que también prevé sanciones de estas características, no la nulidad, pero sí 
sanciones de carácter pecuniario administrativo. 


El destino específico de estas multas podría quedar sometido a una disposición legal o a una disposición 
reglamentaria por facultades explícitas que el Poder Legislativo concede al Poder Ejecutivo en la etapa de 
reglamentación de la ley. Se puede establecer una suerte de fondo con un destino específico. Esto no es para 
beneficiar a los corredores; que quede absolutamente claro. 


Esto es lo que se me ocurre con respecto al planteamiento que acaban de formular. No sé si debo hablar sobre 
otros temas. 


SEÑOR GANDINI.- La sanción que se sugiere, que es una multa, ¿sería aplicable a la empresa 
financiera? 


SEÑOR MARTOY.- Correcto, y a la empresa aseguradora. Previendo esto, hemos elaborado un texto 
alternativo. Si están de acuerdo, se los adelanto. Dice así: "Toda contratación de seguros celebrados en 
contravención a esta norma determinará que la institución de intervención financiera y la empresa de 
seguros en forma solidaria deban pagar una multa no menor al 10% ni mayor al 50% de la 
indemnización a pagar". 


Lo que queda pendiente es en qué momento se configura la contravención a la norma, porque sería injusto y 
en eso tienen razón las compañías que a los veinte años el individuo fallezca o se le incendie la casa y ¿quién 
va a determinar en ese momento que no se cumplió con la ley de libertad de elección? El heredero no lo va a 
decir y el acreedor tampoco. Entonces, creo que hay que fijar un plazo. Si la contravención se prueba en un 
plazo de ciento ochenta días, la empresa y la institución financiera tendrán que pagar la multa... 


SEÑOR GANDINI.- ¿A quién? 


SEÑOR MARTOY.- Eso es lo que hay que determinar. Una idea todavía no lo hemos hablado lo 
suficiente es volcar el dinero a UNASEV, que en este momento tiene una desfinanciación. Se aportaría 
al área de seguros, que es la que administra el tema del seguro obligatorio; de lo contrario, los señores 
legisladores definirán a dónde puede ir el dinero. Nos parece que habría que fijar una multa para los 
dos y, además, un plazo. No me refiero al plazo de pagar la multa, sino al plazo en el que figura la 
contravención. 


SEÑOR RIPPE.- Determinado el destino, sea por ley o por decreto del Poder Ejecutivo, el órgano de 
aplicación, tal como está estructurado el sistema de seguros y reaseguros en el país, tendría que ser el 
Banco Central del Uruguay, porque es la autoridad de aplicación con respecto a las empresas de 
seguros y a las de intermediación financiera. 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 1” tiene un fin muy claro, que es proteger a la parte más débil, a la 
persona que va a contraer un préstamo y se ve frente a la situación de que la obligan a contraer un 
seguro para poder acceder al préstamo. Habría que protegerla de dos partes muy fuertes que puede 
haber en ese negocio y que le pueden dar condiciones establecidas, algo que supuestamente podría 
encarecer su crédito, etcétera. 


La fórmula del artículo 2”, tal como está redactado, perjudica a quien quiere beneficiar el proyecto de ley, y la 
que se beneficia, aparentemente, es la empresa aseguradora. Si alguien tiene interés en accionar diciendo que 
no tuvo libertad, para que el contrato del seguro sea nulo y para que la póliza no se pague, es quien debe 
pagarla. Digo esto razonando en el extremo. No quiero decir que esto se pueda dar, pero la ley lleva a eso. 


Supongamos un seguro de vida muy importante o un bien por el que se contrajo un crédito muy importante y 
se produce un siniestro. En ese caso, habría una póliza, un seguro muy importante para pagar y la empresa 
podría decir: "Pero a este señor no se le dio la libertad", y el perjudicado es quien tiene que demostrar que sí 
la tuvo. Obviamente, la solución no parece buena y creo que no era la intención del proyecto. 


Tampoco me queda claro cuál es la solución, siempre tratando de proteger a quien el proyecto quiere 
proteger. La persona es la que debería accionar demostrando que no tuvo libertad, y no otro. En todo caso, los 
otros son los que se combinaron para no darle libertad. Supongamos un contrato entre la empresa financiera y 
una empresa aseguradora o un corredor determinado no sé cómo es el negocio, con un menú fijo para la 
persona que, a veces un tanto apremiada, contrae un crédito y lo firma. Con esa firma ya recibe las 
condiciones del contrato. Entonces, ¿quién puede ir contra eso? Quien queremos proteger. No le dieron la 
libertad y pagó un crédito más caro porque tenía una póliza, por ejemplo. Entonces, esa persona es la que 
debería accionar y ser el beneficiado frente a la acción, es decir, quien cobre la multa u obtenga una rebaja, 
devolución o algún mecanismo que lo motive para denunciar, para que la sociedad se entere que hay una 
combinación de otras partes que hacen un contrato de opción, prácticamente, del que uno no se puede 
escapar. 


Entonces, la persona que fue apremiada a contraer un crédito y firmó, si no le dieron la elección que la ley 
establece, luego puede ir a algún lado y decir: "Mire, yo contraje este crédito. No tenía más remedio porque 
tenía que pagar una deuda. Pero ahora vengo a decir que no me dejaron llevar a mi corredor o a mi agente. 
Por lo tanto, me vengo a beneficiar con que el resto de la póliza es gratis". En ese caso, las empresas que 
utilizaron ese mecanismo terminan siendo sancionadas y quien fue a pedir el crédito está motivado de seguir 
un litigio porque a lo mejor obtiene un resultado valioso económicamente: quedaría asegurado pero no 
pagaría. Yo lo plantearía al revés, de modo que la sanción sea importante para la empresa financiera, que es la 
que lo tiene que proteger en cuanto a la elección de su corredor de seguros. El beneficiario de este proyecto 
debería ser el motivado para accionar. Si no, quedamos en el mundo de la utopía; habría que ir a un juicio 
para demostrar la nulidad. ¿Contra quién? Contra una empresa aseguradora, nada menos, que tiene su 
personal, su especialidad en la materia, su costo fijo asumido. En cambio, el asegurado tiene que contratar a 
un abogado y tiene que pasar un tiempo. 


Pero si le decimos a la persona: "Si usted demuestra que lo conminaron a un contrato tipo sobre el que no 
pudo elegir su corredor, usted se beneficia en que la póliza, el crédito o cierto porcentaje está pago". Entonces 


yo, como empresa financiera, voy a cuidarme de que no me pase porque me piden un crédito y a lo mejor lo 
pierdo y no lo puedo cobrar porque la ley protege al usuario. 


Estoy razonando en voz alta y casi por el absurdo, pero con esto digo que el único que se tiene que sentir 
beneficiado para poder denunciar es aquel a quien este proyecto intenta proteger. Lo digo frente a gente que 
sabe mucho de esta materia, para encontrar una solución. Creo que la Comisión comparte que el proyecto 
persigue un fin loable, pero hay que hacerlo viable en la realidad, es decir, que sea aplicable; si no, no cambia 
nada. 


SEÑOR MARTOY.- Está bien el razonamiento. Esa es una duda que nos quedó y la conversamos en su 
momento con el señor Presidente de la Comisión y con el doctor Rippe. 


El planteo del señor Diputado Gandini es interesante porque estamos hablando de una multa que, si 
representa el 50% de la indemnización a pagar, el individuo se va a ver estimulado a hacerla porque bajaría 
su deuda; la cobraría él. Sin embargo, al individuo que lo obligan a hacer el seguro, después deberá seguir 
pagando el resto de la hipoteca o la prenda, y el relacionamiento no va a ser muy fluido con su acreedor. Ello 
podría traerle problemas en cuanto a la aplicación de la letra chica de los contratos. Es una posibilidad que no 
es nada desdeñable. 


Así como está redactado el proyecto, la nulidad del contrato queda en el ámbito jurisdiccional, es algo que 
hay que probar. Sin embargo, creo que la iniciativa no solo debería tenerla el damnificado o quien fue 
presionado sino que también se tendría que accionar a través de la denuncia de cualquier ciudadano. 


SEÑOR RIPPE.- Me parece muy interesante el razonamiento del señor Diputado Gandini y son muy 
legítimas las inquietudes y la propuesta. Pero también considero pensando en la protección de los 
intereses difusos que puede haber otros interesados afectados por una política con estas otras 
características. Creo que uno de los beneficiarios de esta ley no solo es el consumidor o usuario sino 
también los propios corredores. Por algo se establece la libertad de elección de los corredores. Podría 
reflexionarse en una solución que habilite a que, por ejemplo, una gremial de corredores pueda apoyar 
o coadyuvar en hacer una denuncia de estas características. Estamos en un país donde cada día más 
entendemos que la gente debe tener posibilidades de reclamar sus derechos. El ejercicio del derecho en 
este país es fundamental. Por lo tanto, en mi opinión técnica, no diría que solo tenga legitimación 
procesal o procedimental activa el propio co-contratante, usuario o consumidor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En las próximas sesiones de la Comisión vamos a seguir con la discusión del 
proyecto, incorporando modificaciones en el artículo 2%. Con mucho gusto recibiremos vuestras 
sugerencias al respecto. 


(Se retira de Sala la delegación de APROASE) 


(Ingresan a Sala autoridades del Banco Central del Uruguay) 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a la delegación de autoridades del Banco Central del 
Uruguay, integrada por el Superintendente de Servicio Financiero, contador Jorge Ottavianelli, y por el 
asesor, doctor Daniel Artecona. 


Corresponde que informemos que hemos recibido una solicitud de la Federación de Cooperativas de 
Consumo en el sentido de que a la modificación que ustedes proponen, se incorpore otra referida a ellos y 
que dice lo siguiente: "Art. 3 Agréguese como último inciso a la redacción dada por el art. 9 de la ley 18.401 
el siguiente: Las cooperativas de consumo previstas en los artículos 106 y 107 de la ley 18.407 del 24 de 
octubre de 2008, que a través de órdenes de compra, emitidas por su cuenta y orden, autoricen ventas de 
bienes y o servicios a sus asociados por intermedio de terceros, no se considerarán entidades comprendidas 
dentro del ámbito de supervisión del BCU, ni del ámbito subjetivo de la ley 18.396;. Este es el texto 
propuesto por esta Federación y se lo haremos llegar para que nos brinden su opinión al respecto, aunque sea 
a boca de jarro. 


SEÑOR OTTAVIANELLI- Muchas gracias por recibirnos en el día de hoy para plantear esta 
iniciativa vinculada con una modificación a la Carta Orgánica, especialmente en lo que tiene que ver 
con las fuentes de fondeo de las empresa incluidas en los literales B) e I) del viejo artículo 37, que 
después pasó a ser el artículo 34 del Texto Ordenado de la Carta Orgánica del Banco Central del 
Uruguay. 


¿Por qué surge la modificación? Porque cuando se hizo la propuesta de la Carta Orgánica, esta tenía por 
objeto sustancial finalizar con una controversia legal que teníamos hacía un buen tiempo sobre si las 
empresas que trabajaban en estos regímenes estaban haciendo intermediación financiera o no. Ese era el tema 
sustancial. Teníamos problemas con la ley de intermediación anterior y la Carta Orgánica vigente hasta 
noviembre de 2008 y problemas de interpretación en cuanto a la intemediación financiera. Como los señores 
Diputados conocerán, la intermediación financiera es una de las cuestiones fundamentales de nuestra 
supervisión y regulación, sobre todo la protección de los inversores no sofisticados o los pequeños 
inversores, y ahí está dirigida a toda la regulación y supervisión. 


¿Cuál fue la solución que encontramos? Fue la que propusimos en la Carta Orgánica y que el Parlamento 
tomó en cuenta: incluir que además de capital propio podía financiarse a través de instituciones de 
intermediación financiera nacionales o extranjeras. Pero esto último tuvo dos problemas: en primer lugar, 
dificultades de interpretación y, en segundo término, excesiva rigidez. El problema de las dificultades de 
interpretación estuvo claro inclusive en la discusión parlamentaria, donde se consideró que podía querer decir 
que los fondos pasaban por los Bancos y con eso alcanzaba para cumplir con el artículo previsto en la ley. La 
interpretación que Jurídica del Banco Central hace de eso no tiene ese sentido; en todo caso, si se quiere 
abundar en ello, el doctor Artecona podría profundizar al respecto. 


En el mismo momento, después de trabajar conjuntamente con las empresas que se mueven en este mercado, 
encontramos que nuestra propuesta era de excesiva rigidez, que podrían existir otras fuentes de 
financiamiento que sin atacar al depositante o al inversor no sofisticado podrían ayudar a desarrollar el 
negocio. Por eso se realizó y se está llevando adelante la propuesta de modificación de los literales B) e I) en 
cuanto a la financiación de este tipo de empresas. 


¿Qué estamos proponiendo? Que además de capital propio, mantenemos lo de las instituciones de 
intermediación financiera nacionales o extranjeras y agregamos organismos internacionales de crédito o de 
fomento al desarrollo. También agregamos otro literal que incluye personas físicas que sean Directores o 
accionistas de las mismas. Este literal tiene mucho que ver porque fue propuesto especialmente por estas 
empresas puesto que, como sabrán, dentro de estas empresas de giro las hay muy grandes y también las que 
son muy pequeñas. Las empresas de giro pequeñas muchas veces consideraban que para resolver problemas 
de liquidez la única fuente que tenían era que el accionista, el dueño o el Director aportara fondos 
transitoriamente para cubrir problemas de liquidez y en la redacción anterior eso podía no haberse incluido. 
Por eso creemos que podemos incluir un literal de ese tipo. 


El gran cambio conceptual tiene que ver con los literales D) y E) propuestos, que fueron conversados también 
con estas instituciones. El literal D) les permite financiación que al día de hoy están recibiendo de fondos 
previsionales del exterior o de fondos de inversión. 


Como decía, nuestro objetivo es proteger a los pequeños depositantes o a los inversores no sofisticados y 
pretendemos que la ley no se mal utilice. Entonces, agregamos algunas condiciones a esos fondos que fueron 
también conversadas con las administradoras de crédito a los efectos de que tengamos claro que son fondos 
de inversión que existen previamente, que se invierte una parte en las administradoras de crédito pero que la 
administradora de crédito no se crea específicamente para recaudar fondos. Dicho de una forma, quizás, 
extrema o caricaturesca, pretendemos no crear otro TCB, como el del Banco de Montevideo; pretendemos 
que no haya un Fondo de Inversión en la ventanilla de al lado y que la gente ponga dinero ahí, sino que el 
Fondo exista previamente y se invierta parte de ellos en estas Administradoras de Créditos. Esa es la idea y 
las restricciones por las cuales corrimos en el literal D). 


Con respectos al literal E), quiero decir que fue una propuesta directa de las Administradoras de Crédito, 
puesto que pueden existir otras formas jurídicas de financiación que cumpliendo con las mismas condiciones 
establecidas en el literal D) puedan ser autorizadas específicamente por la Superintendencia. Aquí dejamos 
una ventana abierta para otras posibles formas jurídicas que cumpliendo exactamente las mismas condiciones 


que los Fondos de Inversión, y no sean directamente fondos de inversión, puedan venir a financiar estas 
empresas. 


Por último, agregamos dos párrafos más. Uno de ellos tiene que ver con la operativa que hacen las AFAP, 
estas y otras empresas. Se conocerá el caso del BPS que presta a sus afiliados a través de fondos dados por 
las AFAP. El párrafo siguiente al literal E) incluye a las empresas. Y agregamos el último párrafo del artículo 
que tiene que ver con la Ley General de Cooperativas. Esta ley permite a las Cooperativas de Ahorro y 
Crédito otra fuente de financiamiento distinta. Simplemente, estamos diciendo que esto no contradice la Ley 
General de Cooperativas y que se pueden financiar de acuerdo con lo que la ley establece. 


Este es el planteamiento general que estamos llevando adelante. 


Agradecemos una vez más a la Comisión por habernos recibido. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero plantear una duda que me queda acerca de lo último que se ha 
mencionado. 


Todo esto que se está proponiendo es sin perjuicio del artículo 165 que establece la forma de financiamiento 
de las cooperativas de capitalización. ¿Esto queda vigente tal como está? 


SEÑOR OTTAVIANELLLI.- Quisimos agregar este párrafo precisamente para que no hubiera dudas 
acerca de que el artículo 165 también estaba vigente. Hay un único agregado al final del párrafo que 
nos pareció que correspondía. El numeral 3) del artículo 165 otorga potestades a la Auditoría Interna 
de la Nación para incluir otra fuente de financiamiento. Y nosotros agregamos otras fuentes de 
financiamiento, distintas a las que señala la ley, es decir que las cooperativas que trabajan reguladas 
por el Banco Central necesitarán la autorización de la Superintendencia. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Esta es una sugerencia para incorporar al artículo 165 que viene dentro de una 
propuesta que va a hacer el Banco Central sobre este tema? 


SEÑOR ASTI.- Figura en el proyecto. 
SEÑOR OTTAVIANELLI.- Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría conocer su opinión con respecto a las cooperativas de consumo. 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- Hemos estado trabajando en el tema de las cooperativas de consumo como 
administradoras de crédito hace aproximadamente un año y medio, a través de contactos que 
empezamos con la Cooperativa Bancaria. Luego, se agregó la Cooperativa Magisterial. 


A mediados de 1990 empezamos a regular las empresas Administradoras de Créditos y consultamos a las 
cooperativas de consumo y se analizó su operativa. Las Administradoras de Crédito, por definición, son las 
empresas que dan crédito con tarjeta o con órdenes de compra. Las que otorgan créditos en efectivo quedan 
fuera de esta reglamentación. 


¿Cuál era el objeto sustancial? Proteger a los pequeños comerciantes. Cambiamos el rol; en lugar de proteger 
a los pequeños inversores depositantes, el objeto de regular esto, entre otras cosas, tenía que ver con la 
protección de los pequeños comerciantes. Por eso se trabajó con las que daban tarjetas de crédito y órdenes 
de compra. 


En ese momento, se hizo la consulta a las cooperativas y la operación que tenían sobre las órdenes de compra 
era absolutamente insignificante, era no material y, por lo tanto, se las descartó de la participación en el 
sistema. 


A partir de ahí, la operativa fue creciendo y nos pusimos en contacto en 2008 con la Cooperativa Bancaria 
donde notamos que su operación de órdenes no quiero citar un número era de alrededor del 20% del total de 
la operación. Era una operación sustancial, ya no marginal. Nosotros consideramos que, más allá de la forma 


jurídica cooperativa, sociedad anónima, sociedad colectiva, o cualquier otra forma jurídica, al realizar una 
misma actividad, debíamos regularla para no generar diferencias competitivas en el mercado. Como se sabe, 
la regulación de supervisión tiene un costo para las empresas. Si las empresas deben enviarme cierta 
información, si tienen que recibir visitas, si tienen que cumplir con algún requisito que se le solicite, esto 
agrega costos. 


Entonces, nosotros consideramos amparados por el marco legal que más allá de las formas jurídicas, si 
realizan la misma operativa, correspondía que fueran supervisadas de la misma manera que las empresas 
Administradoras de Créditos. Esto lo hemos venido conversando con las Cooperativas Bancaria y 
Magisterial, hicimos consultas a todas las cooperativas que trabajaban en este ámbito. Algunas nos mostraron 
que su operativa era muy baja; otras, cuya operativa también era muy insignificante, dijeron que si debían 
entrar a este régimen preferían salir porque el sistema de órdenes de compra no era material para ellos. Las 
cooperativas más grandes, como la Bancaria y la Magisterial, buscan como solución crear otra empresa, 
como cooperativa de segundo grado, que realice esta actividad de forma separada. De esa manera, solo 
supervisaríamos a esa empresa que realiza la operativa de forma separada. El artículo que proponen las 
cooperativas, desde mi punto de vista y mi primera apreciación al respecto, tiene dos consideraciones. La 
primera de ellas resuelve entre comillas este tema en el sentido de que las cooperativas no serían empresas 
administradoras de crédito. La segunda consideración es que se crearían diferencias competitivas según la 
razón jurídica. Una empresa realizando la misma actividad, sea sociedad anónima o cooperativa, entra o no 
dentro del marco regulatorio y, por lo tanto, va a tener costos de competencia diferentes. 


Esta es la primera consideración que hago con respecto al tema. 


SEÑOR POSADA.- A nosotros también nos hicieron llegar esta inquietud que se ha presentado en el 
ámbito de la Comisión, con una preocupación que tiene que ver con los aspectos que señalaba el señor 
Ottavianelli, pero también por una segunda consecuencia que, a nuestro juicio, no es menor, ya que de 
acuerdo con la redacción que se le dio a la ley acerca de la reforma de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias se llegaría al grado insólito de que las cooperativas de consumo quedarían 
incluidas dentro del propio ámbito subjetivo de dicha ley. Este aspecto está lejos de lo que en cierta 
medida se buscaba. En realidad, la operativa de estas empresas no puede calificarse como una 
operativa de carácter financiero. Es más, en la redacción que da la normativa del Banco Central a la 
definición de empresas Administradoras de Créditos, dentro de lo que es una de las condiciones de la 
emisión de órdenes, hoy está ocurriendo que organizaciones sociales emiten órdenes de compra, con lo 
cual también llegaríamos a un absurdo en el sentido de que ese tipo de organizaciones quedaría dentro 
del ámbito de control del propio Banco Central. Además, una consecuencia directa de esto sería que 
pasarían a ser consideradas aportantes o integrantes del ámbito subjetivo de la aplicación de reforma 
de la Caja Bancaria. 


Comparto plenamente lo que decía el Superintendente en cuanto a que debe ser un criterio parejo. Sin 
embargo, teniendo en cuenta el mismo criterio que se ha sostenido hasta ahora en términos de materialidad, 
parecería claro que debería haber algún tipo de limitación de forma tal que aquellas cooperativas de consumo 
que tienen en esta operativa una parte importante de su giro tengan determinado plazo para instrumentar una 
solución como la que se mencionaba en el sentido de conformar una cooperativa de segundo grado que 
permita operar en tarjetas de crédito y en órdenes de compra. 


De todos modos, me parece que debemos incorporar algún tipo de normativa que excluya a las cooperativas 
de consumo para las cuales esta operativa no tiene significación; de paso digo que se podrían incluir otro tipo 
de situaciones como las de las organizaciones sindicales que tienen formas operativas de esta naturaleza. Por 
otra parte, se debería hacer expresa mención a la exclusión de lo que sería el ámbito subjetivo de la ley que 
reformó la Caja Bancaria. 


Concretamente, esa era la inquietud que teníamos en función del planteo que habíamos recibido. 


SEÑOR ASTI.- Luego de las consideraciones que se han realizado sobre el tema quiero decir que en el 
transcurso de la sesión de una Comisión es difícil plantear modificaciones importantes a la legislación. 
Además, debemos tener en cuenta que esto comprende varias leyes; inclusive en la nota se hace 
referencia a la casualidad de que algunas de ellas se aprobaron el mismo día. 


Este tema tiene que ver con el funcionamiento de las cooperativas, tal como expresaban las autoridades del 
Banco Central y el señor Diputado Posada; quizá esto merezca un tratamiento más a fondo. 


La preocupación fundamental que nos han hecho llegar las cooperativas es que de acuerdo con la definición 
establecida en la Ley sobre la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, serían sujetos pasivos de la misma 
todas aquellas entidades controladas por el Banco Central. Este es un tema que deberíamos analizar, pero no 
creo que ese sea el motivo del necesario control cuando se entra en este tipo de operaciones. 


Entonces, creo que a propuesta de la Federación podríamos eliminar el párrafo en el que plantean la 
supervisión del Banco Central. Me refiero a la última parte del artículo propuesto, que debería establecer: "no 
se considerarán entidades comprendidas dentro del ámbito de supervisión de la Ley N* 18.396", eliminando 
lo que tiene que ver con la supervisión del Banco Central. De esta forma, en una primera instancia, 
podríamos solucionar dos temas: dejamos que el Banco Central las supervise pero aclaramos expresamente 
que esa supervisión no implica que se las considere dentro del ámbito subjetivo de lo que establece la Ley 

N? 18.396, relativa a la Caja Bancaria. 


SEÑOR POSADA.- En la misma línea del razonamiento que hacía el señor Diputado Asti, digo que no 
debemos olvidar que el Banco Central tiene potestad regulatoria. Por lo tanto, para la primera parte 
de lo que está planteado podría establecer algún tipo de limitaciones en función de la significación que 
tenga la operativa de órdenes de crédito 


Entonces, una solución al problema se podría dar directamente por la vía regulatoria dentro del ámbito de 
competencia del Banco Central. A su vez, el aspecto al que hacía referencia el señor Diputado Asti se podría 
canalizar por vía legal de forma tal de que después no se generen interpretaciones que signifiquen un daño 
muy importante para todo el sector cooperativo. 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- Quiero hacer un comentario para tratar de buscar una solución al 
problema. 


Nuestra intención regulatoria en esta materia iba en la línea de regular lo que tiene materialidad. Si una 
cooperativa tiene un tamaño muy pequeño y las órdenes de compra representan el 1% de su operativa, no 
tiene ningún sentido someterla a la supervisión del Banco Central por una operación no material. Entonces, 
podríamos avanzar en este sentido estableciendo un límite, que podría ser, por ejemplo, que las órdenes de 
compra representen el 10% o el 20% del total de la operativa de la cooperativa. 


SEÑOR ASTI.- ¿Eso está dentro de las facultades de regulación y de supervisión que tiene el Banco? 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- Me gustaría estudiar el tema un poco más. Tal vez el doctor Artecona 
pueda dar una opinión al respecto. 


SEÑOR ARTECONA.- Los conceptos que generalmente se manejan en este tema son la habitualidad y 
la profesionalidad de la actividad. Si la actividad se ejerce en forma habitual y profesional debería 
entrar en el ámbito de regulación y control del Banco. Si, en cambio, se trata de una actividad que no 
se presta en esas condiciones sino que se trata de actos aislados o que no forman parte del giro de la 
empresa, no entrarían dentro de ese ámbito. 


Reitero: los dos conceptos que definen si nos encontramos o no ante una empresa controlada son la 
habitualidad y la profesionalidad. Esas son las notas características de la actividad. 


SEÑOR OTTAVIANELLLI.- Quizá, para quedarnos todos más tranquilos, el límite debería establecerse 
en la ley. 


De todos modos, me gustaría estudiar un poco más el tema y hacer alguna propuesta al respecto. 


SEÑORA CHARLONE.- Con los colegas Diputados hacíamos algún comentario en el sentido de que 
determinadas actividades pueden ser no habituales y tener materialidad, ya que puede haber algunas 


pocas actividades dentro de ese giro que sean materiales desde el punto de vista cuantitativo. 


Mi duda es si el Banco Central necesita un marco normativo por el cual se le cometa la regulación y la 
supervisión sobre la base de criterios de materialidad o los que la institución estime conveniente, si no 
necesita marco legal o si con el marco legal actual puede establecer una reglamentación con determinado 
tope. O sea: ¿ustedes necesitan una normativa para, dentro de determinados límites, incluirlas o excluirlas del 
marco de control y, después, reglamentar cuál es el tope? Aclaro que no me gusta establecer cifras o 
porcentajes en las leyes; prefiero dejar ese cometido a la reglamentación, a la regulación. 


Entonces, la duda que tengo es si hoy ya tienen esa potestad o si requieren que la redactemos y la cometamos 
a la reglamentación del Banco. 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- La verdad es que no tengo una opinión definitiva al respecto. Quizás una 
solución podría ser incluir el concepto de que estas operaciones serán materiales de acuerdo con el 
criterio establecido por la Superintendencia de Servicios Financieros y no establecer un tope en la ley, 
porque es mucho más difícil modificarlo.. 


SEÑORA CHARLONE.- Me parece que lo más claro es dejarlo a texto expreso. 


Ahora, debemos considerar que tenemos dos temas: uno es el de las Administradoras de Crédito y cómo se 
financian, y el otro es este, que ya que tenemos y genera dudas, que estamos incluyendo. Entonces, de pronto, 
para no hacer una redacción en Comisión, sería conveniente pedir a las autoridades del Banco Central que 
nos enviaran una redacción más afinada de este artículo. De esta manera, podríamos aprobar el proyecto que 
tenemos sobre la mesa tal como está hoy e incluir en la sesión, como un artículo adicional, la redacción que 
nos mande el Banco Central. 


SEÑOR ASTI.- Respecto a la primera parte, opino lo mismo que la señora Diputada Charlone. 


Igualmente, tengo una pregunta sobre este tema: en el caso de que se dé la materialidad que recién 
establecíamos ¿podría entenderse que eso llevaría a que sí quedaran comprendidas en el ámbito subjetivo de 
la Ley_N* 18,396? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. 
SEÑOR ASTTI.- O sea que las excluimos por ley aunque tengan materialidad. Quería dejarlo claro. 


SEÑOR POSADA.- Estoy totalmente en línea con lo que planteó la señora Diputada Charlone. Me 
parece que es el camino que debemos seguir: aprobar ahora el proyecto original y, en la medida en que 
tengamos una redacción alternativa del Banco Central, incorporarla en la sesión del día 22. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de las autoridades del Banco Central. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Banco Central) 


(Ingresa a Sala una delegación integrada por autoridades del Sistema Nacional de Emergencias) 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a los señores Julio Pintos, Intendente de Paysandú, 
Ricardo Mello, Director de Servicios, Gustavo Rombis, Diputado electo por el departamento, a los Diputados 
Bertil Bentos y Domínguez, al Coronel Carlos Lorente y al Coronel Waldo Cortese, del Sistema Nacional de 
Emergencia, al doctor Víctor Tonto, de Presidencia, y al profesor Ruben Peña. 


A raíz de una iniciativa presentada por el señor Diputado Domínguez respecto al Fondo Nacional de 
Emergencias y su utilización en esta emergencia particular, a la Comisión le pareció pertinente consultar al 
Sistema Nacional de Emergencias y a la Intendencia Municipal sobre cómo se está utilizando este Fondo y 
qué posibilidades tiene. 


SEÑOR TONTO.- Soy Director de Administración de la Presidencia de la República. En primer lugar, 
les hago llegar las disculpas del Prosecretario de la Presidencia de la República, Licenciado Vázquez, a 
quien por razones personales le era imposible concurrir a esta convocatoria. 


He participado, al igual que los dos Coroneles, en el proceso que se ha dado en el Sistema Nacional de 
Emergencias a través de un proyecto y posterior concreción de algunos productos, por ejemplo, la ley, la 
capacitación de funcionarios y la instalación de centros coordinadores de emergencias a nivel departamental. 


Este es el marco general para que el coronel Lorente realice su presentación respecto a la situación actual. En 
cierta medida, la contingencia determinó que la ley entrara en funcionamiento por las necesidades de los 
hechos más que por la progresiva reglamentación que estamos llevando a cabo. 


SEÑOR LORENTE.- Voy a realizar una presentación sobre la situación actual y acerca de las compras 
efectuadas con fondos de la Presidencia de la República y otras contribuciones realizadas. 


Como bien saben los señores Diputados, las intensas lluvias de noviembre y diciembre provocaron la 
evacuación de 10.700 personas, en cifras acumuladas. Tuvimos un máximo diario de 8.000 personas 
evacuadas, pero la situación de la ciudad de Artigas, la primera que sufrió la inundación, determinó que 
hubiera 2.000 evacuados más; estas personas rápidamente volvieron a sus hogares debido a la bajante del río 
Cuareim. 


La situación más crítica fue en el río Uruguay, sobre todo por la represa de Salto Grande, que recibió un 
aporte extraordinario, récord, pues de acuerdo con informaciones de la Comisión Técnico-Mixta, en el mes 
de noviembre un volumen de siete lagos fue evacuado por la represa. Esto afectó en forma muy importante a 
Salto y Paysandú, y también a y Bella Unión. Los departamentos afectados fueron 10. Al día de ayer 
teníamos 7.650 evacuados, y hoy aún hay 4.500 personas fuera de sus hogares. 


En el mapa que estamos viendo podemos apreciar las zonas de mayor afectación, entre las que están las 
ciudades de Artigas, Salto, Paysandú y Bella Unión. En la zona de Río Negro y del noreste la afectación fue 
menor, y hubo un muy buen manejo de las represas de UTE sobre el Río Negro, lo que permitió que hubiera 
pocos evacuados. También contribuyó a ello el hecho de que luego de las inundaciones de 2007 se realojara a 
muchas personas. 


Precisamente por ello ahora tenemos 300 personas evacuadas en Mercedes, cuando en otras inundaciones 
había más de 2.000. 


Como les decía, hubo un total de 10.765 personas evacuadas. En Paysandú hubo, como máximo, 4.355, y 
también contamos con los datos correspondientes a Salto y Artigas. En la presentación también aparecen 
algunas imágenes de las ciudades afectadas. 


A nuestro entender, la respuesta a la emergencia por parte de los Comités Departamentales fue muy buena en 
cuanto a la evacuación inmediata, el traslado de mobiliarios, la apertura y puesta en funcionamiento de los 
refugios temporales y de los depósitos de muebles. También hubo despliegue de helicópteros y aviones de la 
Fuerza Aérea a efectos de cubrir con seguridad las evacuaciones. Asimismo, se contó con atención 
psicosocial y con el traslado y la distribución de ayuda humanitaria. Por su parte, el INDA colaboró con la 
alimentación de 2.300 personas durante este período. El Ejército Nacional también contribuyó con personal y 
vehículos. La Dirección técnica que integramos recorrió las zonas afectadas con distintos Ministros, y 
diversos equipos técnicos concurrieron a apoyar los trabajos de respuesta. Se enviaron colchones, abrigos y 
artículos de higiene personal que ya teníamos en reserva, previendo las inundaciones. 


La cuestión es que en virtud del fenómeno de "El niño" sabíamos que entre octubre y enero podía haber 
lluvias copiosas que provocaran inundaciones. Por ello se realizó un acopio inicial de material, para cubrir la 
respuesta inmediata. También se enviaron carpas a efectos de cubrir las necesidades de abrigo. 


Como ya señalé, hemos realizado la coordinación entre los diversos entes, Ministerios y la cooperación 
internacional, con el objetivo de ir solucionando las necesidades que se planteaban. En principio, estas se 
cubrieron con donaciones que la población hizo llegar a través de beneficios y espectáculos, canalizadas a 
través de Cruz Roja Uruguaya, que se encargó de enviarlas a los distintos departamentos. A su vez, AFE puso 


a disposición los vagones y las locomotoras necesarias como para trasladar esta ayuda a Salto, Paysandú y 
Artigas. 


En cuanto a los fondos, informamos que disponemos de un Fondo de Emergencia que no ha sido 
reglamentado, o sea que la ley del Sistema Nacional de Emergencias está sin reglamentación. Lo primero que 
hicimos con vistas a suplir esta carencia fue solicitar al Ministerio de Economía y Finanzas un refuerzo de 
rubros por $ 6:900.000. Esto fue depositado en una cuenta del Banco República a nombre de la Presidencia 
de la República, Sistema Nacional de Emergencias. Con estos fondos se atienden las necesidades iniciales, 
las que requieren respuesta inmediata, como las de rehabilitación de los hogares, que abarcan útiles de 
higiene, colchones, frazadas, chapas de zinc, etcétera; hablamos de todo lo necesario para la vuelta de la 
gente a sus hogares. 


De estos fondos llevamos realizadas compras por $ 3:452.000, y aún tenemos un saldo disponible de 

$ 3:400.000 que debemos ejecutar antes del 31 de diciembre de 2009. En la presentación podemos apreciar 
las compras que se efectuaron con la mitad de estos fondos depositados, que incluyen los siguientes artículos: 
2.000 colchones, 4.000 frazadas, 2.000 chapas de zinc y útiles de higiene personal. Estamos a la espera de las 
necesidades que planteen los Comités Departamentales de Emergencias para terminar la ejecución de estos 
fondos. 


A efectos de acelerar los procesos de compra recibimos apoyo del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo, que aportó US$ 40.000 en materiales que se están utilizando para la higiene y rehabilitación de 
las casas. Esto fue distribuido durante el fin de semana a cada uno de los Comités Departamentales afectados. 
Los materiales incluyeron 10 mochilas fumigadoras con motor para realizar la fumigación y desinfección de 
los hogares se enviaron 5 a Salto y 5 a Paysandú y 18 ollas térmicas para la seguridad alimentaria que, 
aunque no lleguen a tiempo para atender el mayor número de evacuados, podrán emplearse para la atención 
de la gente que deberá permanecer en los refugios porque perdió su casa o porque su hogar está ubicado en 
lugares por debajo de las cotas de inundación normales de la ciudad. 


A través de UNICEF se coordinó la adquisición de papel higiénico, pañales desechables, equipos para 
fumigación mamelucos, guantes, gafas, mascarillas, repelentes para prevención del dengue, toallas higiénicas 
y alimentos secos. De estos últimos se mandaron 4 toneladas a Salto y 4 a Paysandú, a efectos de reforzar las 
canastas del INDA y de apoyar a aquella gente que no estaba en los refugios que atendían las Intendencias y 
los Comités Departamentales sino en campamentos a la orilla del río, porque no quisieron trasladarse para 
poder cuidar sus casas y sus efectos personales. Repito que se recibió colaboración para entregar canastas a 
esta gente. También hubo colaboraciones en pasajes para evaluadores que han concurrido a los 
departamentos. Esto lo adquieren con recaudaciones que están efectuando a través de los teléfonos 0900 y 
que se vuelcan a compras. Realmente, UNICEF nos dio una mano muy importante porque realiza las 
comparas en forma muy rápida, y prácticamente en el día está enviando los insumos al interior. 


También colaboraron otros organismos del Estado, como ANCAP, que aportó combustible y azúcar para 
reforzar las canastas; la Corporación Nacional para el Desarrollo aportó frazadas; el MIDES entregó 
colchones y frazadas; el INDA brindó alimentación a 2.400 personas. Donaron frazadas los empleados de 
American Airlines y algunos sindicatos. El PIT-CNT envió alimentos a Paso de los Toros en cantidad 
importante. Hubo colaboraciones para el transporte de carga y donaciones de hipoclorito. CONAPROLE 
donó 40.000 litros de leche larga vida que también fue distribuida. La Fuerza Aérea Uruguaya efectuó 103 
horas de vuelo en helicópteros y aviones y se hizo un relevamiento fotográfico muy importante de todas las 
zonas inundadas. Esto va a servir para determinar las nuevas curvas de inundación acorde con los niveles de 
esta última para que haya una base cartográfica digital que se podrá cruzar, por ejemplo, con los datos de 
estadística y determinar cuántas familias y personas salen de cada zona o barrio según la cota de inundación 
que tengamos. 


También colaboraron AFE, Turil, y Cruz Roja uruguaya, que se encargó de las donaciones de los particulares. 


Superada la etapa de atención inicial, viene la de rehabilitación en la que nos encontramos en este momento. 
Los Comités Departamentales están realizando la limpieza de calles, rehabilitación de hogares y están las 
inspecciones de UTE para que vuelvan con seguridad a las casas. UTE instala una llave de seguridad que 
tiene un sistema de corte en caso de contacto con el agua, y recién se reanuda el servicio luego que fue 
inspeccionada la casa; mientras que OSE inspecciona las cañerías para ver si están en condiciones para que 
circule agua potable. 


En lo nacional, desde el Sistema Nacional de Emergencia se han enviado los insumos para esta rehabilitación 
y está comenzando el proceso de evaluación de daños. En el caso de Artigas, por ejemplo, a través del Pro 
Rectorado de Extensión Universitaria se formaron equipos multidisciplinarios con psicólogos, arquitectos, 
profesores de educación física e ingenieros agrónomos, que realizaron una evaluación en principio estructural 
de las viviendas afectadas y luego psico social. Lo mismo va a pasar en Paysandú y Salto, donde se van a 
coordinar estas visitas de 150 personas que se desplazarán también a estos departamentos. Para ello se 
basaron en la Regional Norte de Rivera y lo harán luego en la de Salto. 


En la etapa de recuperación vamos a hacer las coordinaciones con los distintos Ministerios y las Intendencias 
Municipales para estudiar los realojos de esa gente que está ocupando lugares ilegales, por debajo de la cota 
de inundación, en los asentamientos irregulares. Evidentemente, es un trabajo arduo para las Intendencias y 
los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
MEVIR que tendrán que intentar realojar esa gente. El Intendente de Paysandú podrá explicar que hay 
barrios con casas muy precarias que no deberían estar donde están porque tienen problemas de 
contaminación y de inundaciones. En los casos en los que la inundación se llevó las casas o las dejó en muy 
malas condiciones, lo idea es realojar y no instalar a la gente en el mismo lugar. 


En esta etapa tenemos también el ofrecimiento de un proyecto del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo por valor de US$ 100.000 para la evaluación económica del daño y el apoyo a las Intendencias 
para realizar esta evaluación y para organizar la recuperación. Hoy nos avisaron que están aprobados los 
fondos, es decir que, de aquí en adelante, lo que resta es discutir con las Intendencias, porque la idea es que 
esto se aplique a nivel departamental. 


Asimismo, hay un ofrecimiento del BID que se concretó ayer para cooperación técnica por US$ 200.000; en 
principio, se aplicaría a Paysandú, porque hay un requerimiento del BID que surgió ahora en cuanto a que 
tiene que haber declaración de estado de desastre que el Gobierno no emitió, o de emergencia departamental 
que sí fue declarada por la Intendencia de ese departamento. Es decir que estos fondos se aplican desde el 
BID y serían para la compra de insumos para la etapa de recuperación. 


Hasta el momento, los fondos serían suficientes; para la etapa posterior se van a necesitar recursos 
importantes pero ese es un tema del Gobierno y de las Intendencias Municipales. 


SEÑOR BAYARDI.- Tengo una preocupación. Más allá de los costos materiales que todo el drama 
tiene, en esta oportunidad hemos perdido cinco vidas y queremos saber si tenemos bien identificadas 
las situaciones en que se perdieron. En las graves inundaciones de 2007 se perdieron dos vidas, creo 
que en Salsipuedes, donde una señora y su hija, cuando empezó la inundación y el desborde, 
cometieron la imprudencia de cruzar una ruta. 


Quiero saber si en este caso se identificaron las pérdidas de vidas. 


SEÑOR LORENTE.- La situación es similar a la de 2007. En ese año, por negligencia, un padre de 
familia cruzó un curso de agua inundado con su hija y su esposa. En ese caso, fallecieron la hija y la 
esposa. Ahora también ha habido negligencia. En Salto, a una persona ebria se le cayó una botella de 
cerveza y cuando se agachó a recogerla, cayó al agua; un joven estaba jugando en un puente inundado; 
una persona que estaba robando según se me informó en la recorrida que hice se tiró al agua porque le 
dieron el "alto" y se ahogó. 


Las evacuaciones se hicieron sin víctimas, sin heridos y en forma ordenada. Estos hechos se produjeron una 
vez que el río estaba crecido. Un ciclista cruzó una cañada inundada y desapareció. Todos los casos fueron 
por negligencia, por falta de precaución. 


SEÑOR GANDINI.- Primero, quiero resaltar que el informe que se ha dado enfoca a lo que, 
precisamente, esta Comisión tiene interés: el tema de los recursos. Esta es nuestra especialidad pero, 
además, es el motivo de la solicitud que realizó el señor Diputado Domínguez la semana pasada, es 
decir, la gestión de la Comisión en la búsqueda de mayores recursos presupuestales con destino a la 
rehabilitación, a la etapa que viene, que es compleja y costosa. 


El informe me pareció muy interesante y bien planteado. Si ese material queda a disposición de la Comisión, 
solicitaré al Presidente que se distribuya. 


Hay algunos datos que me gustaría confirmar. Nos decían que el dinero recaudado, más allá de la 
transferencia de refuerzos de rubro que se hizo, no ingresó a ninguna cuenta del Estado, sino que se hizo a 
través de otras cuentas que recaudó la Cruz Roja. También se dijo que a su vez la Cruz Roja adquirió los 
materiales necesarios para atender la emergencia. Me gustaría conocer la operativa. Cuando el dinero ingresa 
al Estado este es el caso de refuerzos de rubro se gasta según la normativa que está dispuesta para ello. En el 
caso de una Organización No Gubernamental como la Cruz Roja, ustedes tienen registrado el monto de 
ingresos y supongo que el Comité guiará hacia dónde deben ir o qué suministros se adquirirán y hacia dónde 
se deben dirigir. 


También se nos decía que ingresaron $ 6:900.000, de los cuales fue ejecutado aproximadamente un 50% y 
que el resto tiene que ejecutarse antes del 31 de diciembre. Me gustaría saber por qué existe ese plazo. Según 
recuerdo, la ley que creó el Fondo establece en ese mismo articulado la excepción a la norma y que los 
recursos que tiene el Fondo al finalizar el Ejercicio permanecen en él. Por lo tanto, no entendí bien por qué 
hay que ejecutarlos necesariamente antes del 31 de diciembre, lo cual puede llevar a no gastar dinero que se 
necesita por seguir los mecanismos de compra, o gastar mal. 


También se decía que el PNUD aportó materiales por US$ 40.000 y se informó que había sido muy útil 
porque eso permitía acelerar las compras. La pregunta que surge es si el PNUD gasta US$ 40.000 de sus 
recursos o es una suerte de triangulación en la que el Estado deriva ese dinero, PNUD como hace en otros 
casos compra, cobra comisión por la administración, y cuando compra, obviamente, lo hace por mecanismos 
que son de una organización privada y no de una organización estatal. Si esta fuera la respuesta, la pregunta 
inmediata es la siguiente. Uno entiende que puede estar el dinero, pero los mecanismos de adquisición 
públicos son necesariamente lentos y engorrosos y van a contrapelo de lo que es la emergencia, pero a su vez 
la normativa del TOCAF prevé la excepción de la emergencia y permite comprar sin licitación. Entonces, no 
entendí bien por qué PNUD es una alternativa. No sé si lo hizo con recursos públicos; a lo mejor eran 
donaciones. 


Por último, cuando se hablaba del aporte de UNICEF se decía que se coordinó la adquisición, y aquí surge la 
misma inquietud: ¿fue así porque los recursos eran públicos o porque eran recursos de ese organismo o de 
terceros que recaudó ese organismo y lo que se hizo fue coordinar qué cosas adquirir? Hago esta pregunta 
con la mejor intención, porque este es un sistema nuevo, un Fondo que no ha empezado a funcionar y en la 
medida en que tiene recursos públicos tenemos que hacerlo eficaz y no complicar la vida a quien a la hora de 
ejecutar esos recursos tiene que buscar otros mecanismos oblicuos para poder hacer efectiva su tarea. A lo 
mejor, esto requiere alguna modificación posterior que dé marco legal a la realidad, dado que esta es la 
primera experiencia que se hace administrando el Fondo recientemente creado. 


SEÑOR LORENTE.- Con respecto a las compras realizadas por la agencia de cooperación, debo decir 
que se hicieron con fondos de UNICEF y con recaudación de UNICEF. En principio, se hizo una 
campaña de recaudación y UNICEF aportó en coordinación con nosotros. Nos preguntaban qué 
estábamos necesitando, se les daba la información y realizaban la compra; la enviaban a los 
departamentos con el flete incluido. 


Las compras realizadas por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo se hicieron a través de fondos 
OCHA. Las Naciones Unidas transfirió al PNUD una donación; son fondos no reembolsables que destinó 
OCHA para atender la emergencia. Había US$ 40.000 de fondos OCHA. Es decir que los fondos del Estado 
solo son los que está manejando Presidencia de la República, con refuerzo del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Eso está depositado en una cuenta del Banco de la República. 


En cuanto al tema del vencimiento, es porque el Ministerio de Economía y Finanzas, de manera de acelerar 
los plazos, hizo un adelanto de ese refuerzo y lo depositó en la cuenta del Banco de la República que está a 
nombre del Sistema Nacional de Emergencia, Presidencia de la República. Es decir que el refuerzo de rubros 
siguió su trámite. Lo que se puede vencer es ese adelanto. En caso de que se venza, ese dinero se tiene que 
devolver y se debe solicitar que se vuelva a depositar. Es decir que el refuerzo de rubros es independiente de 
la finalización del año. Tal vez no lo expliqué bien, pero esos fondos no corren peligro. Por eso, hemos 
demorado la ejecución; queremos comprar cosas que se necesiten. Podemos ejecutar muy rápidamente, pero 


estamos esperando que las Intendencias nos comuniquen qué necesitan para que esto contribuya a la 
solución. Se podrían haber comprado más colchones, más frazadas u otras cosas, pero entendimos que eso 
era suficiente. Ahora, estamos a la espera de esa información. 


SEÑOR PÉREZ.- ¿Qué son los fondos OCHA? 


SEÑOR LORENTE.- Es una oficina de las Naciones Unidas encargada de la coordinación de las 
emergencias y los desastres. Cuando se produce una emergencia o un desastre en determinado país, 
está a cargo de la coordinación de todas las agencias de las Naciones Unidas. Es decir, coordina al 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, a UNICEF y al resto de las agencias. Es una sigla en 
inglés. 


A su vez, esta oficina tiene fondos especiales que se envían rápidamente. 


SEÑOR PINTOS.- Quiero agradecer esta convocatoria de la Comisión para tratar el tema porque los 
recursos para afrontar situaciones de emergencia es algo totalmente nuevo, que debemos reglamentar. 
Precisamente, tenemos que aprovechar estas experiencias para potenciar las herramientas que nos 
permitan atender a la población cuando se dan este tipo de situaciones tan duras. Por lo tanto, saludo 
la iniciativa y espero que podamos hacer algún tipo de aporte. 


También quiero reafirmar el informe brindado por el Sistema; todo lo que hoy se presentó aquí fue así. Ha 
habido una fuerte coordinación con los Centros Coordinadores de Emergencia Departamentales creados por 
ley y que se instalaron recientemente. Hemos vivido nuestra primera experiencia con el Comité 
prácticamente en formación. Para nosotros ha sido todo un desafío funcionar como Comité. 


Considero que la coordinación a nivel departamental con las instituciones que integramos el Comité por ley, 
como la que se llevó adelante con el Sistema Nacional de Emergencias, ha sido una experiencia positiva. Eso 
nos permitió hacer un uso bastante racional y eficaz de los recursos. Sobre todo, hubo buena coordinación 
con las donaciones que vinieron por fuera. Como producto de esta fuerte articulación de información entre lo 
departamental y lo nacional, pudimos direccionar los recursos y las compras del Sistema en aquellas cosas 
que hacían falta. Seguramente nos haya faltado algo en cierto momento pero, en general, creo que la 
evaluación es positiva 


Ha habido una coordinación muy buena entre las compras, las donaciones, las necesidades, y pudimos 
atender en forma satisfactoria a la población damnificada del departamento. 


También quiero hacer una mención especial sobre las vidas humanas, aunque en Paysandú, por suerte, no 
tuvimos que lamentar ninguna pérdida. Sin embargo, hubo rescate de personas que estaban en peligro de 
ahogarse. Creo que hubo cuatro rescates de personas en situación de riesgo en el agua, también por 
imprudencias. Eso destaca el incremento del patrullaje de la Prefectura, que aportó dos botes más. A su vez, 
se utilizó combustible del Sistema, lo que permitió hacer recorridas más periódicas. De esa manera, se pudo 
salvar a cuatro personas que estaban en peligro, una de ellas a la una de la mañana. Esto da una idea de que el 
Sistema funcionó con ayuda y con aportes. Como dije, se dotó a la Prefectura de Paysandú de mayor material 
para una situación de emergencia. Todos sabemos que las Prefecturas no están preparadas para este tipo de 
emergencias, y debemos seguir fortaleciendo el Sistema. 


También quiero hacer una mención muy especial de OSE porque puso en marcha una experiencia piloto de 
agua potable en sachet en forma abundante. Si hoy no tenemos problemas de salud en los refugios y en las 
más de mil personas que estaban en los campamentos fue porque hubo una responsabilidad compartida con 
OSE, que nos proveyó de agua potable en sachet para toda esa población, en una medida innovadora. Fue una 
experiencia piloto que fue monitoreada y que dio un excelente resultado. 


Ahora estamos ingresando en la etapa de la vuelta a los hogares. Estamos trabajando con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y ya tuvimos conversaciones con la Universidad de la 
República. Como bien decía el Coronel Lorente, a partir de la próxima semana la Universidad va a comenzar 
a realizar un trabajo similar al que se hizo en Artigas con la evaluación de los daños y con propuestas para la 
recuperación de todos los daños recibidos. 


Para la ciudad Paysandú, luego de la de 1959, esta ha sido la segunda inundación en importancia en su 
historia. El número de evacuados que pudimos ver en la presentación que hizo el Sistema seguramente sea 
superior. Nosotros dejamos de aportar información de las evacuaciones porque estábamos monitoreando los 
datos que venían desde las seccionales policiales al Sistema, más lo que se ingresaba y, además, debíamos 
eliminar las duplicaciones. Ahora estamos en un proceso de certificación de domicilios, de gente que se anotó 
en otro lado y que no fue evacuada por nosotros, y encontramos personas que se anotaron sin haber sido 
inundadas sus casas. De todos modos, estamos seguros de que la cifra de evacuados en el departamento de 
Paysandú va a estar muy cerca de las 4.800 personas, es decir, será superior a la cifra que dimos como última 
cuando el río dejó de crecer. O sea que estamos en un número de evacuados muy similar a lo que fue la 
creciente del año 1959, que llegó a 11 metros. Ahora, con 9,80 metros, tenemos el mismo número de 
evacuados. 


En cuanto a los fondos, hemos preparado un material que entregamos en la Comisión Sectorial de 
Descentralización y a los Ministerios, por el que solicitamos recursos para tres programas. Sobre dos de ellos 
ya hay experiencia en la Intendencia, con equipos técnicos formados y con una buena evaluación del 
Ministerio en cuanto a la ejecución de los fondos. Se trata de un programa de rehabilitación urbana y otro de 
canasta de materiales. Se hace una estimación para un determinado número de viviendas de unos 

US$ 450.000 para cada programa. Estos programas no tienen un subsidio total porque los vamos a ejecutar 
con devolución a la Intendencia. Perfectamente se podrían asignar recursos mayores para estos programas 
con un componente de subsidio para las familias con determinados recursos y con otro componente de 
devolución con plazos para las familias que puedan afrontar la rehabilitación de su vivienda a través de un 
crédito que otorga la Intendencia. Lo que nosotros ejecutamos, con más de setenta intervenciones, tiene un 
100% de devolución. O sea que aquí hay una experiencia acumulada que puede ser útil para esta situación y 
que pusimos a consideración del Ministerio para las zonas que identificamos en el mapa de las inundaciones. 


El tercer programa que es para los realojos, es el más complejo. Según nuestras estimaciones, hoy tendríamos 
alrededor de doscientas viviendas con la necesidad de ser realojadas en lugares que estén por encima de las 
cuotas inundables. Dicho programa tiene un costo aproximado de US$ 2:500.000, que debería ejecutarse con 
otros tiempos debido a que somos conscientes de que previo a la realización de los realojos de las familias 
que están en las zonas inundadas a las que se asocia una situación de precaridad social debe hacerse un 
trabajo social para que puedan reagruparse y para que tengan un objetivo común. Deben hacer todo el 
proceso de construcción de la vivienda a través de un sistema similar al de ayuda mutua para que el ingreso a 
su hogar sea el resultado de un trabajo previo de acompañamiento social y de integración al barrio donde van 
a ir. Esa es una metodología que tenemos que tratar de llevar adelante porque la vivienda a veces es una parte 
de un problema más integral, como las condiciones socio culturales, los ingresos, etcétera. Todo eso requiere 
de un proceso preparatorio. Ya se han hecho algunas experiencias este tema de los realojos no es nuevo sino 
que ha sido tomado por distintas Administraciones tanto nacionales como departamentales; creo que tenemos 
que aprender de ellas y tratar de hacer programas que atiendan, precisamente, a mejorar todo este proceso 
que sí no se encara en forma integral puede terminar generando problemas y complejidades en otras zonas de 
la ciudad. Ya se ha estimado el costo y lo vamos a elevar al sistema para la ejecución de este saldo de fondos 
de una canasta con distintos tipos de materiales y también vamos a elevar al sistema una canasta de 
materiales para la construcción de cámaras sépticas. En algunos lugares donde el agua bajó ya hemos 
percibido que las cámaras sépticas más precarias prácticamente no existen, lo cual nos puede traer problemas 
sanitarios graves y de enfermedades. Vamos a elevar al sistema la información de estos dos programas para la 
ejecución de estos fondos, así como la necesidad de obtener un volumen de chapas de zinc para asistir a 
aquellas viviendas precarias, algunas de las cuales fueron prácticamente arrasadas por el agua y otras han 
perdido sus techos que eran bastante precarios. Por lo tanto, para la ejecución de estos saldos de los refuerzos 
presupuestales del sistema vamos a poner el foco en estos tres componentes y vamos a elevar una solicitud de 
colaboración para esta emergencia. 


Para nosotros, la parte económica tiene esta serie de componentes. Podemos dejar la carpeta a la Comisión 
para que la pueda analizar. Allí verán que la idea de la Intendencia como dice el título es tomar la inundación 
como un problema, pero transformarlo en una oportunidad para trabajar en base a planes estables, con una 
dirección acordada por la Intendencia y por el Ministerio que nos permita ir atacando, en forma seguramente 
más rápida de lo que hasta ahora se venía haciendo, la raíz de este problema en sus distintos aspectos y 
componentes. Para nosotros esa es la situación. 


También hemos logrado en la Comisión Sectorial la prórroga de fondos del Fondo de Desarrollo del Interior 
y de los fondos de caminería para que las Intendencias afectadas tengan un mes más de ejecución. Además, si 
algunas Intendencias no pudieran cumplir con el ciento por ciento de ejecución de esos fondos presupuestales 
sería una lástima que se perdieran, por lo que seguramente también vamos a hacer un planteo en la Comisión 
Sectorial para que esos saldos se puedan trasladar de repente a alguna cuenta del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de manera que puedan ser aplicados a políticas permanentes que 
atiendan a evitar, por ejemplo, el problema de las inundaciones u otros. Allí hay un recurso que es 
presupuestal y que por lo tanto no genera aumento del déficit. A veces, los problemas de ejecución no son 
únicamente responsabilidad de las Intendencias, sino que son las licitaciones las que se trancan y se 
complican; eso sucede con algunos fondos. Sería bueno que esos fondos pudieran seguir en manos de las 
Intendencias. 


Aclaro que concurrimos acompañados del Director General de Servicios de la Intendencia, que es quien 
trabaja con nosotros en el Centro Coordinador de Emergencias, por lo tanto estamos a las órdenes para 
contestar preguntas. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Queda claro lo que dice nuestro Intendente en cuanto a que se estaría 
necesitando cumplir con una serie de requisitos que seguramente van a estar fundados en la canasta de 
materiales y en los realojos producto de la emergencia. 


¿Con los fondos que quedan realmente se puede abarcar la emergencia? Me queda la duda porque si son 
utilizados por otras Intendencias, a nosotros no nos alcanzarían. Sería bueno que se aclarara eso. 
Seguramente habrá que delimitar bien cuáles son los fondos y hasta dónde va la emergencia creo que es todo 
lo que se planteó aquí por parte del Intendente y si realmente vamos a tener esos fondos o habrá que tomar 
iniciativas con respecto a que se pueda cumplir con los requisitos, fundamentalmente en el tema de la 
emergencia. Porque también viene todo lo demás que seguramente tiene que ver con los planes de realojo de 
mediano y largo plazo, cuyo costo seguramente será mucho más alto que el que se está manejando. 


SEÑOR PINTOS.- ¿El señor Diputado se está refiriendo a los $ 3:400.000 que quedan por ejecutar? 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Efectivamente; me gustaría conocer si esa cifra alcanza para cubrir la 
rehabilitación. 


SEÑOR PINTOS.- Esos fondos están destinados a las solicitudes de todas las Intendencias para 
atender la emergencia. Por eso vamos a recurrir a lo que nos corresponda de esas partidas. En 
principio, vamos a elevar una canasta de materiales para hacer aquellas intervenciones más urgentes 
veremos cuánto nos toca y definiremos cómo intervenir. También está el tema de los pozos sépticos; ahí 
sí tenemos un problema grave porque hay gente que está alojada en esas viviendas muy precarias que 
ya tenían pozos sépticos muy pequeños, lo cual ya generaba un problema para nosotros en todo lo que 
refiere a la atención con barométricas. Seguramente tendremos que acondicionar varios de esos pozos. 
Estamos previendo no generar ahora, al retorno, un problema sanitario que, por suerte, no hemos 
tenido. De manera que vamos a tratar de poner el foco allí con los fondos que hoy existen y que serán 
distribuidos entre varias Intendencias. 


Para nosotros, el foco de la emergencia sería los dos mencionados más una solicitud de chapas de zinc para 
algunas viviendas cuyos techos desaparecieron. Esa es la emergencia puntual para la cual vamos a requerir 
esos recursos. 


Los otros planteos son canastas de materiales, rehabilitación urbana y realojos, que serían atendidos ya con 
fondos permanentes del propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si hay 
recursos, nosotros tendríamos capacidad para empezar a ejecutarlos. 


SEÑOR BENTOS.- En primera instancia, quiero agradecer la posibilidad que nos han dado a través 
de la invitación para participar de esta reunión con el Sistema Nacional de Emergencias y con la 
representación de nuestro departamento de Paysandú. 


Indudablemente, en este tema, en el transcurso de nuestra actividad integrando el ejecutivo departamental, 
tenemos amplia experiencia. Siendo Presidente del entonces Comité Local de Emergencia, acumulamos un 
montón de experiencia, pero no frente a un evento de esta envergadura, de esta naturaleza, tan pronunciado y 
tan importante como lo tuvieron las costas sanduceras en noviembre y diciembre de este año. 


Nosotros tuvimos la posibilidad de ser invitados por el señor Intendente para participar de las reuniones del 
Comité, en Paysandú. Lamentablemente pudimos concurrir a una sola, porque nuestra actividad estaba 
orientada hacia otros aspectos, pero de alguna manera quisimos estar presentes y solidarizarnos con el 
sistema en Paysandú para también expresar que, más allá de pertenecer a la oposición política del 
departamento, igual estamos al lado del Comité y de los sanduceros que en esos momentos estaban 
requiriendo la apoyatura de toda la población. [Y, hablando de apoyatura de toda la población, quiero 
destacar, en primera instancia, el efectivo trabajo que hizo el Comité Departamental de Emergencia de 
Paysandú. También logró algo que en alguna oportunidad puede resultar bastante difícil: aglutinar el apoyo 
de toda la población y de todas las instituciones que hacen a la realidad de Paysandú. Cuando estuvimos en 
esa reunión notamos una adhesión fenomenal por parte de todas las autoridades sanduceras que, más allá de 
tener la responsabilidad de participar o no, como integrantes del Comité, estuvieron presentes y apoyando. 
Entonces, hay que poner de manifiesto —yendo concretamente a nuestro departamento de Paysandú— el 
espíritu solidario de toda la población sanducera y también el magnífico trabajo realizado por el Comité. 
Tengo la obligación de pedir que nuestras palabras consten en la versión taquigráfica de esta sesión con las 
felicitaciones correspondientes. 


Esto es sinceramente lo que queremos aportar. Reiteramos nuestro agradecimiento por habernos invitado a 
participar en esta sesión. Además, deseo decir a los compañeros de Paysandú que tenemos la suerte de tener 
como respaldo el espíritu del pueblo sanducero que se pone de manifiesto siempre estoicamente en 
momentos como este que nos ha tocado vivir 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Ha sido muy clara y explícita la información brindada. El informe, 
tanto del Comité como de la Intendencia, ha sido muy esclarecedor. Pero quisiera aclarar algo. Se 
habló de tres programas. Uno de rehabilitación urbana, de canasta de materiales y de realojo. Con 
respecto a este último se señaló un volumen de inversión estimativo de US$ 2:500.000. También 
manifestó que iba a solicitar al Comité de Emergencia la cuota parte que le corresponde del saldo 
disponible para iniciar el proceso de rehabilitación urbana y de canasta de materiales, con la 
característica de que no todo es subsidiado sino que ese fondo se puede volver a fortalecer con el pago 
que hagan las familias al pagar una parte de la solución. 


Nos corresponde como trabajo el tema del Presupuesto nacional. Se ha hablado de la participación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Entonces, ¿es posible que este 
Ministerio pueda empezar desde ahora a aportar a la ejecución de esos programas? ¿Esa es la idea? ¿El 
Ministerio tiene fondos disponibles o es necesario solicitar un refuerzo presupuestal a la Cartera en 
particular? Porque este Ministerio está en el fin del período, pero ustedes tienen una emergencia. Por lo tanto, 
la parte que corresponde al Comité podría ser volcada. ¿Tienen esto previsto o el Ministerio de alguna 
manera ha planteado algún camino de solución para complementar esos fondos hasta tanto se puedan votar 
los recursos para el próximo período quinquenal? No sé si queda claro lo que pregunto. Es nuestra 
responsabilidad como legisladores aportar en ese sentido. Más allá de dar continuidad a los proyectos, me 
parece bárbaro lo que se ha planteado en cuanto a que debe ser un proyecto de ejecución permanente y no 
específicamente de emergencias. 


SEÑOR PINTOS.- En cuanto al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
quiero destacar dos puntos. A la salida del Consejo de Ministros, el titular de la cartera de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, señor Colacce anunció que el Ministerio dispondría de 
US$ 1:000.000 para distribuir entre todas las Intendencias debido a esta emergencia. 


Planteamos este asunto en la Comisión Sectorial, en la que participaba el Subsecretario, señor Couriel, y 
quedamos en que el próximo martes 22 se va a realizar una reunión especial de la Comisión Especial de 
Descentralización que reúne a seis Ministerios y seis Intendencias en representación del Congreso de 
Intendentes. En esa oportunidad, vamos a tener una respuesta concreta del Ministerio acerca de cómo se van 
a adjudicar esos recursos. Hasta ahora no tenían definido cómo se distribuirían entre los distintos 


departamentos afectados y cuáles serían los momentos de volcar los recursos. Sé que el Ministro anunció que 
habría algunos recursos antes de fin de año, no muy importantes, y que el grueso de esa partida será a partir 
del mes de enero en adelante. Por tanto, el cronograma lo tendremos el día 22 en la reunión que mencioné, y 
estaríamos ajustando esa partida. 


Lo otro que queda claro es parte del trabajo presupuestal y de los presupuestos del nuevo Gobierno es que si 
hay que encarar un fondo dentro del Ministerio para programas que intenten ir a la raíz del problema de las 
inundaciones como, por ejemplo, la compra de tierras, fondos para viviendas, etcétera, eso tiene que ser sin 
duda una discusión presupuestal y no afectar los actuales fondos de que dispone el Ministerio, que tampoco 
son muchos para la enormidad del problema de vivienda que tiene el país. Y sería una lástima que a la 
institucionalidad que se ha creado con la Agencia Nacional de Viviendas, el Banco Hipotecario y dentro del 
propio Ministerio que tiene varios programas, se le retacearan los recursos, porque el problema de la vivienda 
es grave en el país. Sí hay que tener la posibilidad de generar nuevos fondos presupuestales para un programa 
específico dentro del Ministerio que atienda la problemática de las inundaciones que tiene que ver con 
realojos y que se pueda ejecutar en el próximo período. 


SEÑOR BAYARDI.- Se planteó el tema del trabajo hecho por la Fuerza Aérea y la capacidad que 
tenemos de ajustar la propia cartografía desde el punto de vista de los impactos que va a tener. Ya en 
dos años, 2007 y 2009, hemos tenido que enfrentar inundaciones. Es muy probable que pasemos por 
ciclos de sequías e inundaciones. 


Lo que voy a decir es algo antipático. Pero lo voy a plantear a la Intendencia como lo haría ante varias 
Intendencias que tienen que ver con la política de realojo. Una vez realizado este, en función de los ascensos 
de cota que se producen, hay que declarar que hay zonas en las que no se van a tolerar instalaciones. Yo sé 
que esto trae aparejado un problema social; sé que la gente se instala en determinados lugares porque tiene 
alternativas que no las puede tener en otros. No me voy a extender en el aspecto social porque sé que es 
claro. Pero el problema podría comprender otras Intendencias en las que también ha habido situaciones de 
realojo y después se vuelve a instalar viviendas en zonas que si hubiera inundaciones cada cuarenta años 
podríamos manejar la situación de una manera más tolerante. Pero en las zonas donde la cartografía está 
determinando que si se dan determinados fenómenos, habrá inundaciones, creo que debemos tomar medidas 
para evitar que una vez que se hagan los realojos se instalen viviendas en esas zonas. No sé si está más o 
menos previsto tener políticas activas al respecto. No lo digo por el caso del Intendente Pintos. Ni lo digo ni 
lo dejo de decir; no lo digo por él, lo digo por algún otro, pero yo sé que para los Intendentes que están en la 
primera línea, muchas veces, puede resultar antipático impedir que algunos vecinos, por situaciones socio- 
económicas determinadas, se instalen en determinadas zonas, más allá de que en Paysandú la inundación es 
muy "democrática" —entre comillas— porque afecta a distintos sectores sociales. No sucede lo mismo en 
otras ciudades en las que, en general, esta situación afecta mayoritariamente a los sectores más perjudicados 
desde el punto de vista económico y social. 


Quería decir esto para que se tuviera presente ya que, probablemente, vamos a tener períodos de 
inundaciones y de sequías alternados con más frecuencia que la que existió en la historia de este país. 


SEÑOR PINTOS.- Es muy pertinente la intervención del señor Diputado. 


Durante la anterior Administración en Paysandú se decretó "non edificandi" hasta ocho metros. O sea que en 
el departamento ya hay una norma legal que impide la construcción debajo de esa cota. El problema es que 
los asentamientos que existen tienen más de veinte, veinticinco o treinta años. 


Por otra parte, se da una situación que habría que estudiar jurídicamente; no quiero ser impreciso pero puede 
ser un problema que habría que contemplar. Cuando los asentamientos están en tierras fiscales, la 
responsabilidad es municipal; los oficiales de ordenamiento territorial deben hacer un seguimiento y evitar 
que se formen. Pero cuando esto sucede en terrenos privados, como en el barrio Curupí, la potestad es del 
privado y él debe hacer el desalojo cuando ve que están ocupando sus terrenos. 


Entonces, podríamos hacer un plan de realojo y liberar ese suelo, pero si sigue estando en manos de un 
privado, él es el responsable de cuidarlo. Por lo tanto, habría que elaborar alguna norma o decreto 
departamental para que cuando el terreno sea "non edificandi", la potestad de evitar la ocupación no sea 


solamente del dueño de la tierra sino que también la policía territorial o el inspector territorial pueda 
promover el desalojo antes de las cuarenta y ocho horas, como prevé la ley. Tal vez aquí hay un vacío legal 
que habría que corregir. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer algunas reflexiones. 


En primer lugar, estamos hablando del tema de fondo y a largo plazo. Esto quiere decir que hay una 
evaluación implícita positiva del trabajo que se ha hecho y del informe presentado. 


En segundo término, quiero hacer un aporte para el debate posterior, en el que nos deberá ayudar el Comité. 
Hace pocos meses se promulgó una ley, que todavía no está reglamentada, y en su artículo 24 se prevé cómo 
se financia el Fondo, que se activa con determinadas características y cuyo objetivo no son las medidas 
sociales. Entre sus previsiones no están los realojos sino, básicamente, la emergencia; específicamente se 
refiere a la prevención, a la mitigación, a la atención y, a lo sumo, a la rehabilitación. Precisamente, en este 
último punto es en el que se está trabajando ahora, es decir, en la desinfección de las viviendas, de los pozos 
sépticos, etcétera. Reitero: su objetivo no es el realojo, que corresponde a la especificidad de otros 
organismos del Estado. De ser así, habría un conflicto que la ley no quiso generar. 


Paradójicamente, este Fondo se alimenta de dos fuentes: donaciones y legados, y transferencias de otros 
organismos públicos; no tiene fondos propios. En el Presupuesto no podríamos establecer una partida 
presupuestal porque no está previsto que sea ésta una de las fuentes de ingreso. Reitero: no tiene presupuesto 
propio; depende de otras transferencias. Eso es muy negativo a la hora de la planificación. Acá hay por lo 
menos un par de cometidos que requieren planificación. La prevención es la esencia; cuanto mejor se invierta 
en prevención, menos costos tendrá luego la emergencia, la rehabilitación y el realojo, que son caros; lo 
mismo sucede con los planes de mitigación. 


Por lo tanto, me parece que tenemos que pensar a mediano plazo el financiamiento adecuado de este Comité 
de Emergencia, que viene dando resultados y que creo es la solución más barata a los problemas, que hoy son 
las inundaciones, pero mañana pueden ser un tornado o una seca profunda en alguna zona del país; todos son 
desastres, todos afectan a personas y los reclamos terminan en el Poder Ejecutivo, en el Parlamento y en las 
Intendencias que, como es lógico, son el primer paragolpe que tiene la ciudadanía. 


Creo que la reunión fue buena para pensar un poco más allá. Más allá de la emergencia, me gustaría tener 
información del Comité en cuanto a la reglamentación y los planes que hay porque estos problemas son 
recurrentes. Ya tenemos una primera solución, que es la creación del Comité, pero es importante hacer una 
planificación. El Presupuesto Nacional tiene recursos estables, que pueden redistribuirse podemos pensar en 
esto siempre que haya un órgano ejecutor eficiente como en este caso en el que participen distintos actores y 
la propia comunidad 


Reitero que creo que esta ha sido una buena reunión. Saludo la iniciativa del señor Diputado Domínguez, que 
nos permitió introducirnos en un tema bien importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco el informe del Comité y la presencia del señor Intendente de 
Paysandú y de sus colaboradores. 


Tal como dije al comienzo de la sesión, la intención de la Comisión era interiorizarse sobre la necesidad de 
hacer algún movimiento político en el área que nos incumbe, que es la Hacienda Nacional. De todas maneras, 
la mantenemos la atención sobre el tema. La Comisión continuará trabajando. Además, van surgiendo 
algunas temáticas y, como decía el señor Diputado Gandini, en la medida en que seremos todos reincidentes 
en esta Comisión y trataremos el próximo Presupuesto Nacional, van engrosando la carpeta de temas 
pendientes para ese momento. 


La Comisión les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


